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MAGISTRADA: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

A - 132 

Procedimiento: Ejecutivo  

Demandante: Héctor de Jesús Trespalacios Chica  

Demandados: Helga María Agudelo Henao    

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 015 2019 00308 01 

Procedencia: Juzgado Tercero Civil del Circuito de Ejecución de Sentencias 

de Medellín  

Asunto: Revoca decisión apelada 

 

Medellín, primero (1°) de agosto del dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra del auto del 29 de abril de 2022, repartido 

a este Despacho el 25 de julio de la anualidad en curso, por medio de la cual 

se aceptó la transacción celebrada por los apoderados judiciales de las partes. 

 

ANTECEDENTES 

El señor Héctor de Jesús Trespalacios Chica presentó demanda con pretensión 

ejecutiva para la efectividad de garantía real contra la señora Helga María 

Agudelo Henao, por las sumas de DOSCIENTOS MILLONES DE PESOS 

($200’000.000) y CIENTO CINCUENTA MILLONES DE PESOS ($150’000.000) 

más los intereses moratorios respectivos. 

    

Agotados los trámites correspondientes, y tras ordenarse seguir adelante la 

ejecución, el demandante confirió poder a la abogada Katheryne Milena 

Guardia Jaraba y revocó el que había otorgado al profesional Alfredo Álzate 

Ramírez, lo cual comunicó al juzgado de la ejecución el 10 de junio de 2021.  
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Luego de reconocerse personería judicial a la abogada Guardia Jaraba, el 

antiguo apoderado presentó, el 29 de julio de 2021, escrito con el cual ponía 

en conocimiento contrato de transacción que había celebrado el 5 de marzo 

de 2021 con el abogado de la parte ejecutada, quien igualmente remitió al 

juzgado dicho documento el 30 de julio de 2021. 

 

Con ocasión de la citada solicitud el juzgado puso en conocimiento de la parte 

demandante la documentación aludida y, después, en auto proferido el 28 de 

septiembre de 2021 decidió no aceptar la transacción porque “el demandante 

no fue informado del contrato de transacción y en consecuencia, no acepta ni 

reconoce la transacción celebrada.” 

 

No obstante, a razón de recurso de reposición presentado por la pasiva el 

juzgado de origen en providencia del 29 de abril 2022 reconsideró la decisión 

y seguidamente “RECONOC[IÓ] como valido el contrato de transacción 

celebrado entre las partes, a través de sus apoderados el 05 de marzo de 

2021, por valor de $574.352.234, para lo cual … t[uvo] en cuenta como abono 

a la obligación la suma de $356.645.600 que le fueron pagados al 

demandante, a través de su abogado”. Lo anterior dada la vigencia de la 

facultad de transigir con que contaban los abogados actuantes para la fecha 

en que se suscribió la transacción.  

 

APELACIÓN  

Inconforme con tal decisión, la apoderada de la parte demandante presentó 

recurso de apelación manifestando que el demandante nunca fue informado 

de la transacción a la que había llegado su anterior mandatario judicial con la 

parte demandada, así como tampoco ha recibido los dineros a que se alude 

en el escrito contentivo de la misma. Agregó que su poderdante no autorizó 

al abogado que lo representaba a entregar sumas de dinero a terceros, menos 

aún disponer de estos para el pago de honorarios. Por lo anterior considera 

que el mandatario inicial desbordó los límites del poder que le fue conferido y 

en consecuencia no puede aceptarse la transacción suscrita por este y la parte 

ejecutada. 

 

A través de auto del 5 de julio pasado, el juzgado concedió la alzada 

interpuesta. 
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CONSIDERACIONES PARA EL CASO CONCRETO 

Sea lo primero advertir que el auto atacado, al resolver sobre una transacción 

es apelable de conformidad con lo dispuesto en el tercer inciso del artículo 

312 del Código General del Proceso. 

 

Pues bien, habida cuenta que la controversia que suscitó la alzada se concreta 

en si es viable o no aceptar la transacción efectuada por quien fuera 

apoderado de la parte demandante y el que representa a la demandada, 

conviene delimitar aspectos que interesan a la transacción como forma de 

terminación anormal de los procedimientos jurisdiccionales, anticipándose 

desde ahora que la decisión de primera instancia será revocada, por las 

razones que se expondrán en este proveído. 

 

Dicho instituto se patentiza en un acuerdo para que los sujetos con intereses 

en disputa eviten o culminen un litigio en curso, de forma total o parcial. En 

todo caso, los efectos procesales de una convención de ese orden estarán 

condicionados a que el juez de conocimiento la encuentre ajustada a derecho, 

previa valoración del documento en que se precisen sus alcances o del análisis 

del que la contenga. 

 

En palabras de la Sala Civil de la H. Corte Suprema de Justicia1: 

 

 “(…) La figura legis, presupone por definición la existencia actual o potencial 

de un litigio, conflicto, controversia, disputa e incertidumbre a propósito (res 

dubia), recíprocas concesiones de las partes y la disposición de la litis con 

efectos dirimentes, definitivos e inmutables de cosa juzgada (…). Podrá 

celebrarse antes del proceso o durante éste, sobre la totalidad o parte del 

litigio y con antelación a la ejecutoria de la providencia conclusiva. Por su 

virtud, las partes abdican las pretensiones mediante concesiones recíprocas, 

terminando el proceso o evitándola ad futurum. En cuanto acto dispositivo de 

intereses, requiere la estricta observancia de los presupuestos de validez del 

negocio jurídico, y por lo tanto, la plena capacidad de las partes, la idoneidad 

del objeto, el poder dispositivo, así como el consenso libre de error, dolo o 

fuerza, estado de necesidad o de peligro, abuso de las condiciones de 

debilidad de una parte, asimetrías negociales objetivas o abusos de cualquier 

índole. 

 

“Cuando se celebra fuera del proceso, menester la solicitud expresa de las 

partes o apoderados debidamente facultados, acompañando el escrito que la 

contenga, para que el juzgador controle la plenitud de sus exigencias legales, 

                                                 
1 CSJ AC de 30 de septiembre de 2011, rad. 2004 00104 01, reiterado en AC2729 de 2021, de 7 de 

julio de 2021, rad. 110010203000 2016 00893 00. 
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tanto las sustanciales inherentes a su naturaleza contractual, cuanto las 

procesales, y en su caso, exigiéndose licencia judicial, imparta la autorización 

o aprobación respectiva, acepte o rechace (artículo 340, C. de P.C., auto de 

5 de noviembre de 1996, exp. 4546)”. 

 

En adición a lo anterior, téngase presente que la transacción es un contrato, 

según lo describe el artículo 2469 del Código Civil, y en tal sentido la 

autonomía de la voluntad inmanente al acto jurídico impone que los efectos 

procesales deban estar en armonía con lo pactado por los contratantes, 

siempre que no resulte contrario al ordenamiento jurídico. Sobre el particular 

la jurisprudencia de la Sala Civil del Alto Tribunal2 ha reconocido que “la 

transacción permite que la composición del conflicto se ajuste únicamente 

a lo pactado, como vía alternativa a la aplicación de las consecuencias jurídicas 

que establecen las normas sustanciales. Lo anterior impide parangonar las 

expectativas iniciales de los litigantes con las resultas del acuerdo transaccional, 

pues mientras las primeras corresponden al derecho que cada parte cree tener, las 

segundas tienen como fuente el concierto de voluntades de los contratantes, 

orientado a precaver un litigio en ciernes, o terminar el que está en curso.” 

 

De esta manera, corresponde verificar para el asunto que ocupa los 

parámetros contenidos en la transacción aducida, para de ahí derivar los 

efectos procesales perseguidos por los contratantes; extremos que en 

condición de parte demandante y demandada fueron representados por los 

abogados Alfredo Alzate Ramírez y Juan José Rincón Escobar, 

respectivamente.  

 

Concretamente el contrato que celebraron dichos profesionales se suscribió el 

5 de marzo de 2021, así se deduce del escrito que lo representa y la diligencia 

de reconocimiento de firma y contenido de documento privado emanada de 

la Notaría Primera del Circulo de Envigado, Antioquia, que obra en el 

expediente. Luego, como para esa data el abogado Alzate Ramírez estaba 

habilitado para transigir, de acuerdo al poder que le fue conferido por el 

demandante, y que solo vino a revocársele el 10 de junio de 2021, esta Sala 

no observa impedimento alguno para que el referido apoderado transigiera 

las pretensiones que son objeto de la presente ejecución, como en efecto 

ocurrió. 

 

                                                 
2 SC 1365-2022 de 6 de junio de 2022, rad. 11001-31-03-009-2013-00173-01 
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Memórese que “[e]l poder especial para un pleito no confiere naturalmente la 

facultad de transigir; pero si en él se otorga esta facultad de manera expresa, 

no se requiere que se le acompañe de una especificación de los bienes, 

derechos y acciones sobre qué puede recaer la transacción, sino que habrá 

de entenderse que ésta solo podrá versar sobre los bienes, derechos y 

acciones que en la litis aparezcan singularizados3.” 

 

Véase que en el escrito contentivo de la transacción, luego de aludir a los 

hechos constitutivos de este procedimiento, se fijaron como clausulas: 

 

PRIMERA, La señora HELGA MARIA AGUDELO HENAO, cancelará al señor 
HECTOR DE JESÚS TRESPALACIOS CHICA, a través de su abogado, las 
siguientes sumas de dinero:  
 
a) La suma de CIENTO TREINTA MILLONES DE PESOS MLC 
($130,000,000,00), pagados en la fecha día de hoy al doctor ALFREDO 
ALZATE RAMIREZ, identificado con cédula de ciudadanía 71.709.206, como 
abono al crédito demandando dentro del proceso ejecutivo hipotecario 2019-
00308 que cursa en el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Ejecución de 
Sentencias de Medellín.  
 
b) La suma de ($170,000,000,00) que serán pagados a más tardar el día 
lunes 5 de abril de 2021, y serán pagados al mismo doctor ALFREDO ALZATE 
RAMIREZ, y también como abono al crédito. CIENTO SETENTA MILLONES DE 
PESOS MLC.  
 
c) La suma de DOSCIENTOS SETENTA Y CUATRO MILLONES QUINIENTOS 
TRIENTA Y DOSMIL DOSCIENTOS TREINTA Y CUATRO PESOS MLC 
($274,532,234,00). pagaderos a más tardar el día lunes 7 de junio de 2021 
al mismo doctor ALFREDO ALZATE RAMÍREZ. Cancelando así la totalidad del 
crédito.  
 
SEGUNDA. SUSPENSION DEL PROCESO. Las partes se comprometen a 
solicitar de mutuo acuerdo la suspensión del proceso, en los términos 
del numeral segundo del artículo 161 del CGP, desde la fecha de suscripción 
del presente documento y hasta el día 8 de julio de 2021.  
 
TERCERA. CAUSACION DE INTERESES. Las partes acuerdan que, desde la 
fecha de suscripción del presente documento, y hasta el día 8 de julio de 
2021, no se causaran intereses remuneratorios ni moratorios sobre las sumas 
adeudadas por la señora HELGA MARlA AGUDELO al señor HECTOR DE JESOS 
TRESPALACIOS CHICA, debiendo cancelarse únicamente las sumas 
expresadas en la cláusula primera de este documento.  
 
CUARTA. Una vez canceladas las sumas de dinero en la forma en que 
lo expresa la cláusula primera. el señor HÉCTOR DE JESÚS 
TRESPALACIOS CHICA solicitará al despacho se decrete la 
terminación del proceso por pago y se ordene el levantamiento de 
las medidas cautelares que hayan sido decretadas…” (negrita fuera de 
texto original) 

 

                                                 
3 Ver “sentencia de mayo 6 de 1966 “G.J” t. CXVX, págs. 84-86”. Tomado de Hernán Fabio López Blanco, 

páginas 1034-1035. Código General del Proceso, Parte General. 
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En esas condiciones, a simple vista se advierte que los contratantes 

persiguieron solamente dos finalidades respecto de esta ejecución: i) de 

mutuo acuerdo suspender el proceso desde la fecha de celebración de la 

transacción hasta el 8 de julio de 2021; ii) una vez canceladas las sumas de 

dinero, en la forma acordada, el demandante HÉCTOR DE JESÚS 

TRESPALACIOS CHICA solicitaría la terminación del proceso por pago y el 

levantamiento de las cautelas.  

 

Así las cosas, los efectos procesales de dicha transacción no pueden desbordar 

lo acordado por las partes, quienes en ningun momento se avinieron a una 

terminación parcial de este trámite por transacción. Nótese que la transacción 

solo se hizo extensiva a las dos situaciones ya vistas, y, para lo que interesa, 

debe hacerse énfasis en que sería el demandante HÉCTOR DE JESÚS 

TRESPALACIOS CHICA, no su apoderado –quien por demás ya no lo es- quien 

solicitaría la terminación del proceso pago y el levantamiento de las medidas 

cautelares. 

 

Obviando lo anterior el juzgador reconoció “como valido el contrato de 

transacción celebrado entre las partes, a través de sus apoderados el 05 de 

marzo de 2021, por valor de $574.352.234, para lo cual se t[uvo]en cuenta 

como abono a la obligación la suma de $356.645.600 que le fueron pagados 

al demandante, a través de su abogado.”. Y, de paso, pretermitió que las 

partes no acordaron que la transacción recaería sobre una parte del litigio, 

con ocasión de un pago parcial. No menos importante, olvidó que con sujeción 

al contrato sería el demandante quien solicitaría la terminación del proceso 

por pago, luego de la cancelación de las sumas dinerarias señaladas en los 

literales a), b) y c) de la cláusula primera del (contrato de transacción). Siendo 

así, observando el contenido de lo pactado, se itera, el pago, a solicitud del 

ejecutante o su apoderado con facultad para recibir, y no la transacción sería 

la forma de finiquitar el proceso. 

 

Bajo ese contexto esta Sala aunque no desconoce los efectos sustanciales del 

acuerdo celebrado por el otrora apoderado del demandante con el apoderado 

de la parte accionada, mucho menos el dinero recibido por quien fuera el 

abogado de la parte demandante, como abonos de lo adeudado, es claro que 

éstos no pueden ser apreciados bajo la óptica de una transacción con efectos 

procesales de terminación del proceso, porque fueron las mismas partes 
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contratantes, en ejercicio de su libertad negocial, quienes decidieron que ésta 

solo tendría como propósito suspender el proceso y terminarlo por pago 

cuando se hubiese cubierto la totalidad de las sumas en los términos 

establecidos. 

 

Por manera que, si el contrato es ley para los contratantes y no puede ser 

modificado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales, mal haría 

el juez de primer grado en dotar de efectos disimiles el acto jurídico a que se 

avinieron las partes. En definitiva, se impone revocar la decisión de primera 

instancia para, en su lugar y por las razones expuestas, rechazar la 

transacción celebrada el 5 de marzo de 2021, por quien fuera apoderado de 

la parte demandante y el que representa a la demandada, sin perjuicio de que 

se reconozcan a título de abonos las sumas entregadas al abogado anterior 

del demandante quien tenía facultad de recibir. 

 

En mérito de lo expuesto, la suscrita Magistrada, 

 
RESUELVE 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto de fecha y procedencia indicadas para, en su 

lugar, RECHAZAR, en los términos que fue allegado al proceso, el escrito 

contentivo de la “transacción” celebrada por quien fuera el apoderado de la 

parte demandante y el que representa a la demandada, sin perjuicio del 

reconocimiento de las sumas recibidas por el anterior apoderado de la parte 

demandante quien tenía facultad de recibir. 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas en esta instancia por no aparecer 

causadas. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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